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Abstract

Hasta hace poco, las expresiones intangibles de la cultura –ahora identificadas como cultura inmaterial- eran objeto de la indiferencia legislativa a pesar de su enorme importancia en la vida de diversos sectores populares del país, especialmente étnicos. Y precisamente por su importancia social, resulta imperativo crear en este momento recursos jurídicos que den certeza a su presencia y desarrollo, toda vez que son la manifestación del cómo entienden los pueblos la vida, y en este sentido, el orden de las cosas. Por lo tanto, cuidar formalmente las tradiciones representa reconocer un cúmulo de posiciones frente a la vida, que hacen de por sí, un bastión de saberes y por tanto opciones para enfrentar el devenir. Con ello se deja atrás toda iniciativa homologante, por cierto identificadas con versiones unívocas de la historia, intolerantes de por sí, y entonces fomentadoras de conflictos o enfrentamientos en la sociedad. 

De Patrimonio Popular y algunas consideraciones para su trascendencia en la vida social
Artemio Arroyo Mosqueda

En 1978 se crea la Dirección General de Culturas Populares, que dependerá en asuntos administrativo legales de la Secretaría de Educación Pública hasta 1988, año en que es integrada al Consejo Nacional para la Cultura y las Artes1. No obstante el cambio, los objetivos de la institución no experimentarían, hasta la fecha, modificaciones sustantivas, ocupándose en lo esencial de la valoración y promoción de las expresiones populares del país. Referirnos aquí a la Dirección General de Culturas Populares, es poner de manifiesto la existencia de una realidad cultural en extremo variada y vigorosa, aunque frágil frente a los acontecimientos políticos y económicos de las últimas décadas, especialmente por lo que respecta a ciertas manifestaciones de orden colectivo bajo cuyas premisas se desarrolla la vida de invariables asentamientos, el orden de su vida social.  

El suceso que da origen a esta institución señalada no es intrascendente, puesto que el hecho marca el reconocimiento oficial de la cultura popular, de ese “algo” siempre presente en la realidad del país y que parece cuestionar u oponerse el mundo de las bellas artes. Así, se acepta desde el poder su existencia, tomándole como expresiones válidas y de verdaderos aportes a la cultura nacional. Con sus oficialización, el Estado  se obliga a ocuparse de sus necesidades administrativo financieras, razón por la cual se crea un programa de cobertura nacional que hace operativa la tenue línea de acción política diseñada para tal caso. Con ello la cultura popular ha de poseer su propia plataforma normativa, sin depender, en todo caso, de la legislación vigente operada por el Instituto Nacional de Antropología e Historia para asuntos patrimoniales desde 1939, en la cual de ninguna forma cabía. Se llenaba un vacío, urgente en su atención desde hacía mucho.

Aunque cabe decir que el paso dado, quedaba en buena medida limitado de por sí, dado que el reconocimiento oficial no se concretaba en clara y específicas disposiciones vinculantes a algún cuerpo legal o bien en verdaderas leyes reguladoras, aplicables a la producción, circulación y consumo de las creaciones culturales populares, y menos aún a sus expresiones de uso cotidiano, fundamentadas en las percepciones del mundo, aquello denominado de manera ambigua, a falta de un concepto apropiado, patrimonio intangible o inmaterial.

Por tal motivo la presencia de lo popular en el ámbito cultural nacional sería la un invitado de piedra, el de una cultura expuesta o en riesgo perenne por lo que a su uso social, fuera comercial o político, competía. El uso inapropiado o irresponsable de estas expresiones, cabe establecer, ha sido justificado mediante el argumento del anonimato de las obras; especto crucial a intervenir desde lo legal, pues las creaciones, tanto de individuos como de colectivos, son lisa y llanamente plagiadas, sin ofrecer, cuando menos, el crédito merecido a sus creadores o usufructuarios de quienes lo tomaron. Bordados, diseños de alfarería, vestuarios o atuendos festivos, son parte de ese complejo de expresiones, usados inescrupulosamente con fines especialmente comerciales.

Las cosas en este tenor tienden a  agravarse cuando se desregular la economía, esto es, cuando el Estado, a partir de 1983, tiende a abandonar su papel rector del orden socioeconómico. Situación agudizada al ponerse en marcha en el país el Tratado de Libre Comercio con Estados unidos y Canadá en 19942, a pesar que en 1988 se crea por decreto el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes (CONACULTA)3, órgano administrativo descentralizado de la Secretaría de Educación Pública, encargado de atender por si mismo, todas las cuestiones culturales nacionales y fundiendo en un solo cuerpo el conjunto disperso de instituciones administradoras de la cultura, con lo que se preveía garantizar un mayor orden y eficacia en las acciones de gobierno en asuntos culturales. Con el Tratado de Libre Comercio se abren en forma amplia las fronteras comerciales, permitiendo, en teoría, un flujo ilimitado de productos entre sus miembros, no poniendo restricciones excesivas a ello. Disposición contractual de cualquier forma peligrosa en muchos sentidos para diversas expresiones culturales.

La reunión en un solo organismo de todas las acciones culturales podría tomarse como una decisión acertada. No obstante, el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes (CONACULTA) habría de carecer, hasta la fecha, de un marco jurídico real y en verdad estructurado, toda vez que el orden jurídico construido en su entorno no era sino fragmentos desarticulados de leyes, elaboradas en otros momentos y para ciertas instancias estatales. Por lo tanto el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes (CONACULTA) no podía dar curso a todas las necesidades normativas prevalecientes desde 1939, año en que se crea, como se ha especificado, el Instituto Nacional de Antropología e Historia, dependencia sine qua non encargada de la salvaguarda del patrimonio.


Las propias condiciones administrativas reinantes en el país hacia finales de 1980, desbordarían las propuestas iniciales del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes (CONACULTA), cuyos predicamentos aumentarían en cuanto existían –existen- instancias federales de igual índole jurídico administrativo, encargadas, por sí, de temas afines, llevando a duplicar tareas y a aplicar prepuestos a objetivos muy similares, este será el caso, hasta la fecha, del actual programa impulsado por la Dirección General de Culturas Populares e Indígenas, dependiente del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes (CONACULTA), frente a las acciones de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, antes Instituto Nacional Indigenista. En Hidalgo, el asunto se complejiza cuando el Ejecutivo Estatal crea en la actual administración un área de atención a los pueblos indígenas locales: la Dirección General de Programas de Atención a Indígenas4.


De acuerdo a lo expuesto, tenemos en lo inmediato cuatro problemáticas interconectadas: 1) la duplicidad de tareas culturales institucionales 2) la desarticulación de los mandatos a propósito del patrimonio, en razón de su asignación entre instancias distintas 3) la no regulación efectiva para el uso social del patrimonio cultural cognitivo o inmaterial 4) el conflicto de intereses federales y estatales a propósito de la ingerencia sobre el patrimonio cultural.


La duplicidad de tareas resulta un acto común en la vida pública del país. Se ejerce a pesar de su plena identificación y dañino ejercicio. Es necesario, en estos casos, establecer criterios de planeación para actuar de manera racional sobre los diversos campos de atención social demandantes. El caso de la realidad cultural en Hidalgo es ilustrativo. 

La atención a los pueblos indígenas, aún cuando se asumen aspectos diferentes de su realidad, se lleva a cabo mediante cuatro instancias distintas: tres de carácter estatal y una de orden federal. Para el caso de las tres primeras, una estará incorporada a la Secretaría de Desarrollo Social (Dirección General de programas de Atención a Indígenas), la otra a la Secretaría de Educación Pública de Hidalgo (Centro Estatal de Lenguas y Culturas Indígenas) y la última será una instancia descentralizada del gobierno estatal, fungiendo como órgano rector de los asuntos culturales hidalguenses (Consejo Estatal para la Cultura y las Artes de Hidalgo), según decreto de 1999. Por su cuenta, la institución federal involucrada en esta dinámica, es también un organismo descentralizado de la administración pública, además de no sectorizado. En este caso, la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI), establece, por momentos, acuerdos operativos de colaboración con las instancias arriba mencionadas, mediante sus oficinas de representación estatal.

En razón de este esquema, se aplican entonces recursos, buscando, en todo caso, no incidir en los mismos aspectos de la vida indígena, aunque esto resulta bien difícil evitar cuando de cultura se trata, pues el tema de las tradiciones es contemplado por lo regular en los programas de todos los organismos públicos citados.

El panorama se presenta desalentador y demanda obvia regulación, en lo especial respecto a las atribuciones que han de tener los gobiernos estatales respecto de su patrimonio cultural, pues de modo invariable, el gobierno federal, a través de sus proyectos  descentralizadores acusa intervenciones no precisamente republicanas.

En adelante, y para terminar esta intervención, nos centraremos en un asunto por demás delicado, y que forma parte de esa problemática de la apertura de los mercados o desregulación de la economía. Decimos delicado no por adjetivar las cosas, sino por lo trascendente, desde un punto de vista social, que reviste para un país dichos hechos relacionados al fenómeno de la desregulación.

A decir de algunos investigadores interesados en el asunto de la producción y los mercados culturales5, resulta impostergable emprender acciones legislativas respecto al desempeño de las industrias audiovisuales y de la comunicación, esto por la creciente tendencia a liberar de restricciones las inversiones en cultura, creando peligros reales al patrimonio tangible e intangible en los países donde esto se verifica. Por consiguiente se requiere poner condiciones al tipo de producto cultural a colocar en los mercados locales, lo mismos que a las y vía de acceso a ellos.

Es posible que el mayor impacto entre los valores patrimoniales populares sea el de la industria audiovisual, dado su más fácil incorporación a la vida familiar; aunque el abatimiento en costos hace de los elementos comunicacionales objetos cada vez más constantes entre los diversos sectores populares del país. La industria audiovisual en México, sea cine, televisión o video se caracteriza por su impronta o sello norteamericano      –escenario que demanda ser atendido- aún cuando la propia producción nacional guarda un peso relevante en el marco del mercado existente. Esto marca el signo de los contenidos que se consumen, especto de  por si a cuidar, dado, por un lado, la constante banalidad de las líneas argumentales manejadas y la apología al consumismo en otros casos, amén de las inevitables contribuciones al culto de la violencia gratuita. Todo ello enmarcado, amanera de “elegancia” y “modernidad”, en el frenesí de la tecnología aplicada a la diversión. En estos casos, sorprender al público es lo esencial, no importa cual inverosímil sea la trama.

History Chanel y NatGeo se han convertido, para quienes cuentan con televisión por cable, en el sustituto light de la información impresa de orden académico, transformándose por momentos, en el equivalente a los impresos “amarillistas” y de “nota roja” que desde hace décadas circulan en el país, mismos que se dedican por su cuenta a tergiversar la realidad, proponiendo sucesos extraordinarios donde no los hay. Podemos estar de acuerdo en que dichos productos permiten ensanchar el horizonte cultural de los consumidores, no obstante también lo distorsionan o lo empobrecen, asumiéndose en alguna manera en sistemas divorciados del campo educativo, tan necesario cualificar en el país.

Tan o más necesitado de regulación, está sin duda, el asunto de la biotecnología; tema que atañe en forma directa a los procesos culturales. Por conducto de los intercambios académicos y científicos, se ha logrado la participación activa de diversas firmas farmacéuticas, mismas que aprovechan las investigaciones de las organizaciones educativas, civiles y gubernamentales participantes, beneficiándose entonces de la biodiversidad empleada en los productos médicos elaborados, patentados finalmente por aquellas empresas. En sus empeños por la monopolización, se logra en muchas ocasiones la patente sobre las especies vegetales, microbianas o minerales locales, adquiriendo, por caso, el derecho de exclusividad en el manejo de aquellas. Además de lo anterior, se genera una situación altamente lesiva cuando se decide por la utilización de los métodos tradicionales de cultivo, obtención de las sustancias activas o de su aplicación.

Tres son los mecanismos con que se logra, por fin, el control de la biodiversidad con fines terapéuticos: a) la reproducción controlada de las especies gracias a los avances tecnológicos b) la adquisición de territorios donde se desarrollan las especies (con su variante: cambio en el uso del suelo) c) aprovechamiento de los métodos y conocimientos tradicionales, sobre los cuales se fincan los posteriores estudios de laboratorio a modo de lograr los mayores rendimientos económicos.

El escenario se presume devastador para las culturas tradicionales, siempre que se tenga presente que el conocimiento y manejo del entorno presupone un sistema de percepciones sobre el mundo; una suerte de valores sociales compartidos que ofrecen contenido a las relaciones, muchas veces ancestrales, con los animales y vegetales, con el entorno. Al suspenderse o cortarse estos vínculos, se altera la vida de los grupos, desequilibrando su dinámica, amén de reducirse su potencial cultural y sus propios recursos materiales.

El programa de Culturas Populares, ante este panorama, no puede actuar como ejecutor de disposiciones, no es ley. Su papel es el de un simple promotor atento de las expresiones del pueblo. Puede tomarse como un especialista en el campo de la producción popular. Sin embargo, sus alegatos y diligencias a favor de este mundo cultural no llegan más allá de la propuesta y la gestión institucional, de cualquier forma necesarios a toda iniciativa encaminada al resguardo y fomento de estos valores. La suerte del patrimonio material e inmaterial de los sectores populares depende hasta ahora, en esencia, de los organismos internacionales y una suerte de disposiciones emanadas de sus acuerdos. La Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, producto de la 32ª Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura del 2003 y aplicada tres años después6, es el soporte sobre el cual México tiene por compromiso de crear los estatutos para el uso de dichas expresiones, valiéndose de los procesos educativos y la participación directa de las comunidades, grupos e individuos creadores, custodios y transmisores de ellas.

Hasta el momento el Estado no ha iniciado este proceso, dejando en manos de las comunidades y grupos la tarea de enfrentar los conflictos por el usufructo del patrimonio, rechazando por todos los medios legales a su alcance las ofensivas del mercado, representado por intereses privados nacionales e internacionales.
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